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Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JHON JAIR GUZMÁN NARVÁEZ contra el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, al considerar violados los derechos a la igualdad y a la favorabilidad en materia penal.    

1.- SOLICITUD 

En formato prediseñado, se hace relación de jurisprudencia relativa al derecho a la igualdad y se pasa a solicitar el principio  de favorabilidad para que se le redosifique la pena que le fue impuesta por la Fiscalía 22 Unidad de Vida -sic-, al haberse acogido a la figura de la sentencia anticipada contemplada en el artículo 40 de la Ley 600 de 2000, dado que el artículo 351 de la Ley 906 de 2004 comporta una rebaja de hasta la mitad de la pena por la aceptación de cargos.

Enseguida se hace referencia al principio de favorabilidad penal, del cual dice debe aplicarse en virtud del contenido del artículo 29 constitucional y los artículos 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 9º de la Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), en la medida en que tales disposiciones contenidas en instrumentos internacionales hacen parte de la legislación interna con base en el bloque de constitucionalidad, que además fue reiterado en los artículos 2º de la ley 599 de 2000 y 3º de la Ley 906 de 2004.
Al comparar las disposiciones ya mencionadas (artículos 40 ley 600 de 2000 y 351 ley 906 de 2004), considera que existe una situación más conveniente para las personas que fueron procesadas en vigencia de la ley 600, al aceptar cargos, en vista de la rebaja de hasta la mitad de la pena imponible que opera en la nueva codificación.

Cita aparte de decisión de la Corte Suprema atinente a la favorabilidad y se refiere a los efectos del precedente, aún con jurisprudencia de la Corte Constitucional concerniente a ese punto. Además, trae a colación providencia proferida por la Sala Penal del Tribunal Superior de Manizales, donde se concluyó que era procedente la aplicación retroactiva del artículo 351 antes citado, en lo que hacía con el mayor descuento punitivo.

2.- TRÁMITE

El accionante dirigió la demanda directamente a la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, instancia donde fue necesario indagar por la autoridad contra la que se dirigía la acción por no aparecer tal información en el escrito allegado.

Previo el cruce de algunos comunicados, se estableció que el actor interponía la acción contra las autoridades judiciales de Pereira que no habían aplicado el principio de favorabilidad, razón por la cual el expediente fue remitido a esta sede, por la calidad de superior funcional que ostenta la Sala, respecto del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, despacho a cuyo cargo se encuentra el accionante.

Una vez recibido lo actuado, se admitió la acción interpuesta, se vinculó al despacho judicial demandado y se dispuso correrle traslado a su titular para que ejerciera su derecho de defensa respecto de la solicitud de protección constitucional elevada; además, se dispuso la práctica de inspección judicial al proceso adelantado en contra del señor JHON JAIR GUZMÁN NARVÁEZ.

3.- CONTESTACIÓN

El titular del despacho accionado, guardó silencio sobre la solicitud elevada.

4.- PRUEBAS

Se practicó inspección judicial al proceso adelantado inicialmente en el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira y posteriormente en el accionado Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, despacho que actualmente vigila la ejecución de la pena impuesta.

5.- SE CONSIDERA
La acción de tutela se erige en el instrumento válido para que los ciudadanos acudan ante cualquier juez en procura de hacer respetar los derechos fundamentales cuando resulten afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir este, se trate de evitar un perjuicio irremediable caso en el cual la tutela procede de manera transitoria.

Si bien es cierto, dentro de los principios que rigen este mecanismo excepcional de protección constitucional prima la informalidad (entendida como una medida adoptada por constituyente y legislador respectivamente, en procura de evitar el rigorismo de otros procedimientos legales, que darían al traste con la efectiva garantía de los derechos fundamentales que inspiró la instauración de esta nueva figura en nuestro ordenamiento jurídico), no es menos cierto que es necesario que se señale de manera inequívoca la autoridad contra quien se dirige -también particulares en algunos casos- y la razón por la cual se considera vulnerada o amenazada la prerrogativa constitucional, tal como se desprende de la norma del Decreto 2591 de 1991, que a continuación transcribimos:

ARTICULO 14. CONTENIDO DE LA SOLICITUD. Informalidad. En la solicitud de tutela se expresará, con la mayor claridad posible, la acción o la omisión que la motiva, el derecho que se considera violado o amenazada o del agravio, y la descripción de las demás circunstancias relevantes para decidir la solicitud. También contendrá el nombre y el lugar de residencia del solicitante. 

No será indispensable citar la norma constitucional infringida, siempre que se determine claramente el derecho violado o amenazado. La acción podrá ser ejercida, sin ninguna formalidad o autenticación, por memorial, telegrama u otro medio de comunicación que se manifieste por escrito, para lo cual se gozará de franquicia. No será necesario actuar por medio de apoderado. 

En el presente evento, no existía claridad sobre la autoridad contra quien se dirigía la acción, anomalía que fue oportunamente subsanada por la Sala de Casación Penal de la Corte, al establecer que la pretensión del actor tenía por destino a las autoridades judiciales de Pereira y entre ellas al juzgado que vigilaba la ejecución de la pena impuesta al actor. No obstante lo anterior, continúa destacándose del escrito presentado la generalidad y vaguedad con las que se presentan unos interesantes y respetables planteamientos respecto de la aplicación del principio de la favorabilidad en material penal, sin que se concrete cuál es la presunta vulneración en que ha incurrido el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, a lo cual se suma que la demanda adolece de precisión, lo que se evidencia por ejemplo, al consignar de manera inapropiada que al acogerse a la figura de la sentencia anticipada, la pena le fue impuesta por la Fiscalía 22 de la Unidad de Vida –fue condenado por el Juzgado Segundo Penal del Circuito-, cuando las fiscalías que conocieron su caso fueron en su orden la 36 y la 34 delegadas ante los Juzgados Penales del Circuito de esta capital.

Tales falencias  obedecen probablemente al uso de un formato preconcebido al cual se le agregan ciertos datos identificadores antes de presentarse ante el juzgado o Corporación que se escoja para presentar la demanda, situación que hace difícil por no decir imposible, la toma de una decisión frente a la solicitud de amparo elevada.  

Por otro lado, si lo que se pretende censurar es la inaplicación de la supuesta favorabilidad penal en el caso de la condena que afronta el actor, no resulta viable que una determinación en tal sentido se obtenga por parte del Juez en sede de tutela, por ser asunto que debe ser ventilado directamente ante el despacho que vigila la ejecución de la pena impuesta.

Nótese que de conformidad con la inspección judicial practicada, se observa que ninguna solicitud al respecto se ha elevado por parte del señor GUZMÁN NARVÁEZ o su defensor ante el despacho accionado; que además, tal despacho nunca se ha pronunciado en relación con el asunto planteado en la presente acción, o incluso sobre algún otro pedimento efectuado por el sentenciado. En esas condiciones, es perentorio que se acuda directamente ante el juez natural que vigila el cumplimiento de la pena impuesta, para que emita su criterio en relación con las inquietudes que sobre la aplicación del principio de favorabilidad tenga el actor. En caso de no compartirse la decisión que allí se profiera, puede el actor perfectamente hacer uso de los recursos que la ley ha dispuesto, todo ello, se itera, dentro del proceso de vigilancia de la sanción impuesta, pero no mediante el mecanismo excepcional de tutela.

 Bastan los anteriores planteamientos para estimar que no se observa violación a derecho fundamental alguno por parte del juzgado accionado, y que por consiguiente la solicitud de protección elevada por el señor GUZMÁN NARVÁEZ resulta improcedente.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA
PRIMERO: Se declara IMPROCEDENTE la tutela incoada por el ciudadano JHON JAIR GUZMÁN NARVÁEZ.

SEGUNDO: Si esta decisión no es impugnada, por secretaría remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
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